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INVITADOS: Por la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas, Vicepresidente, 


ingeniero Pedro de Aurrecoechea y Gerente Área Asesoría Técnica Jurídica, doctor José 
Alem. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Lamentablemente, el asunto que figura en el primer lugar del orden del día deberá postergarse 
una vez más, dado que no ha habido definición sobre las candidaturas a la Vicepresidencia. 


El asunto que figura en segundo término del orden del día tiene que ver con el tributo de la contribución 
inmobiliaria rural. 


Para una cuestión previa, tiene la palabra el señor Diputado Amorín Batlle. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Como todos hemos visto, el tema más notorio o uno de los más 
importantes que están planteados a nivel de la opinión pública está referido al proyecto de ley de 
suspensión de ejecuciones. En esta Comisión de Hacienda tenemos una minuta de comunicación que 
refiere al mismo asunto. Me parece que son temas a los que no podemos dar largas, sobre todo si ya 
tenemos posición al respecto, como es mi caso. 


Como todos saben, en los últimos años este tema ha sido presentado y votado en reiteradas ocasiones en la 
Cámara de Representantes. Me tocó a mí ser uno de los más firmes defensores de la no inclusión de este tipo 
de proyectos de ley en la normativa nacional, por entender que son negativos. Por supuesto que la misma 
posición que teníamos cuando éramos Gobierno la tenemos en la oposición, así que no es mi interés que esto 
se vote afirmativamente, sino que se vote. Yo, concretamente, voy a votar en forma negativa. Una vez que los 
distintos partidos políticos y sectores tomen posición, deberíamos proceder rápidamente para dar un mensaje 
a la opinión pública y para que no se sigan creando falsas expectativas. Por el contrario, si se va a aprobar un 
proyecto en tal sentido, sería bueno que la gente lo tuviera rápidamente a su alcance. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El asunto figura en el orden del día y lo vamos a tratar en su oportunidad. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Perdón, Presidente, pero ni siquiera estoy afirmando que deba 
considerarse en esta sesión; tal vez pueda ser tratado en la próxima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si Usted estaba presente en la reunión anterior, pero en la sesión de hoy 
vamos a definir la fecha de convocatoria al señor Ministro de Economía y Finanzas para tratar varios 
temas, seguramente este en primer lugar. 


(Ingresan a Sala el Vicepresidente de UTE, ingeniero Pedro de Aurrecoechea y el Gerente del Área Asesoría 
Técnica Jurídica, doctor José Alem) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda da la bienvenida al señor Vicepresidente de UTE, 
ingeniero Pedro de Aurrecoechea y al Gerente del Area Asesoría Técnica Jurídica, doctor José Alem, 
así como a los señores Diputados electos por los departamentos de Artigas, Salto y Río Negro. 


Aclaro que a través del Congreso de Intendentes habíamos solicitado a las seis Intendencias que tienen 
embalses sobre el Río Negro y a las dos Intendencias que lo tienen sobre el Río Uruguay que nos enviaran un 
detalle de las deudas. Hasta el momento no ha llegado ninguna respuesta. 


En la sesión anterior habíamos tenido oportunidad de discutir el tema y de escuchar las exposiciones de los 
señores Diputados electos por los departamentos involucrados. Ahora queremos escuchar a las autoridades de 
la empresa pública UTE. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- En primer lugar, quiero pedir disculpas porque no han podido estar 
presentes el señor Presidente de UTE y el señor vocal del Directorio, ya que han debido viajar de apuro 
a Buenos Aires para considerar asuntos de notoriedad. 


Me corresponde, entonces, asumir conjuntamente con el doctor Alem la función de evacuar todas las dudas e 
inquietudes que tengan los señores Diputados. 


Quiero separar la temática en dos: por un lado, lo jurídico y, por otro, el mérito del asunto. Para la cuestión 
jurídica, voy a ceder la palabra al doctor Alem. 


SEÑOR ALEM.- Estuve leyendo las intervenciones realizadas durante la Legislatura anterior y la 
actual sobre este respecto y concluyo en que la información que se ha manejado hasta ahora por parte 


de las distintas Comisiones no es completa. Por eso, queremos aportar algún otro dato. 


En la intervención del entonces Intendente Municipal de Tacuarembó, doctor Da Rosa, se manifestaba que 
quedaban algunos juicios en trámite. Con el paso del tiempo, hoy esos juicios ya tienen sentencia definitiva. 
Es conveniente arrancar por ahí para definir la situación jurídica. 


Se parte de la base de que UTE está exonerada del pago de algunos impuestos desde su Ley Orgánica, a partir 
de un decreto aprobado en el Gobierno de facto, pero eso no es así. UTE está exonerada del pago de los 
impuestos desde su Ley Orgánica primera, de 21 de octubre de 1912. Lo que se hizo en el período de facto 
fue exactamente lo contrario: se estableció que UTE pagara algunos impuestos de los cuales hasta entonces 
estaba exonerada. A consecuencia de algunas sentencias dictadas por la Suprema Corte de Justicia, se anuló 
esa disposición del año 1980, pero solo para los tributos departamentales. El tributo de la contribución 
inmobiliaria rural tiene otra naturaleza: lo reciben las Intendencias, pero lo fija el Poder Legislativo. 
Entonces, esas mismas sentencias, favorables a la Intendencia -que son las únicas que aquí se mencionan- 
decían que estaba bien el pedido en cuanto a que era inconstitucional que el Poder Legislativo dispusiera que 
no se pagase el impuesto de contribución inmobiliaria urbana, puesto que ese sí debían recibirlo las 
Intendencias, pero que el Poder Legislativo tenía facultades suficientes y constitucionales para manejarse con 
la contribución inmobiliaria rural. Por tanto, como el Poder Legislativo era el dueño de ese impuesto, era el 
que podía decir sí o no. Y en ese momento dijo que de ese impuesto sería exonerado. 


Nosotros tratamos de buscar en los antecedentes de UTE algún documento de contribución para ver qué 
pasaba en esa época. De la Intendencia Municipal de Canelones, correspondiente a la zona urbana de Las 
Piedras, figura un recibo donde se expresa "exonerado por pertenecer al Estado". Estoy hablando del año 
1968. Quiere decir que hasta esa época a las Intendencias no se les pagaba nada. A partir de ahí, sucede al 
revés. 


Tengo otros recibos de la Intendencia Municipal de Tacuarembó del año 1983 -también de contribución 
urbana- que también dice "exonerado". Eso hoy en día se está pagando todo. 


Aquí se mencionan únicamente las sentencias en que se pidió la inconstitucionalidad de la norma. Hubo 
juicios ejecutivos promovidos por las Intendencias Municipales de Durazno y Tacuarembó, en los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia de esos departamentos, que culminaron con fallos favorables a UTE en cuanto 
a que no se podía cobrar la contribución inmobiliaria rural. 


Hubo una acción de nulidad, iniciada por la Intendencia Municipal de Rivera ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo y una vez que UTE contestó la demanda, esa Intendencia, prefirió allanarse, pero 
nosotros dijimos que optábamos por llegar hasta el final del asunto para que el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo dictara sentencia, que también fue favorable a UTE, anulando cualquier intención de la 
Intendencia Municipal de Rivera. 


Finalmente, en el juicio que el doctor Da Rosa anuncia que se estaba tramitando, la Intendencia Municipal de 
Tacuarembó pidió en concreto ante la Suprema Corte de Justicia que se anulara el resto del artículo y la 
sentencia también fue favorable a UTE. 


Quiere decir que, para mí, jurídicamente es muy claro que desde el punto de vista de la contribución 
inmobiliaria rural lo que hizo el Parlamento en su momento fue hecho dentro de sus límites constitucionales, 
como lo confirmó la Justicia en todos los estrados posibles. 


Y así como digo que estaba mal lo de la contribución inmobiliaria urbana, con respecto a la rural no tenemos 
ninguna duda. Por tanto, desde los Juzgados Letrados de Tacuarembó y de Durazno -que podían sentir 
determinada presión social y jugaba de visitante-, pasando por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
hasta la Suprema Corte de Justicia, no queda absolutamente ninguna duda acerca de que el Parlamento o en 
su defecto el Consejo de Estado actuó dentro de lo previsto por la Constitución. Los argumentos que maneja 
el doctor Da Rosa cuando cita al doctor Valdés Costa son los mismos que se han manejado en todos esos 
juicios y todas las sentencias nos fueron favorables. 


Desde el punto de vista jurídico, no hay dudas. Es otro tema la discusión sobre la conveniencia, justicia u 
oportunidad del pedido de las Intendencias. En ese sentido, creo que tenemos muy buena argumentación para 
ver el porqué de algunas exoneraciones. Independientemente del resultado de los juicios y de la situación en 


que estamos, el proyecto de ley que habíamos estado manejando refiere a los terrenos inundados de las 
represas, que también son rurales. Por tanto, si se derogara ese artículo, seguirían sin tributar, porque siguen 
siendo rurales. Entonces, si se pretende algún cambio, me parece que tendrían que reformar el texto del 
artículo, porque UTE tiene una exoneración en ese aspecto que, si bien es específica -lo quisieron reafirmar 
por vía de interpretación auténtica-, también permanecería exonerada por tratarse de contribuciones rurales. 
En Paso de los Toros y en San Gregorio de Polanco, cuando se expropia para hacer una central, se pide 
determinada zona de protección. Es necesario expropiar algo más que lo que cubre el agua por si hubiera 
alguna inundación. En Paso de los Toros y en San Gregorio de Polanco se afectaron algunos inmuebles 
suburbanos y por ese concepto se paga contribución. Lo que está exonerado es lo rural que es más amplio que 
lo que esté sumergido. 


Me detengo por aquí, porque no me voy a referir a los temas que hacen a la conveniencia o no de la medida. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- Obviamente, la posibilidad o no de derogar el artículo de la ley en 
cuestión o inclusive de modificar la propia Ley Orgánica de UTE para que pase a tributar estos 
impuestos está en manos del legislador. 


Mirado desde el punto de vista de UTE, cualquier modificación en sus egresos necesariamente se tiene que 
traducir en una modificación de su política tarifaria, que es la única manera que tenemos de equilibrar nuestro 
presupuesto y cumplir con las metas económico-financieras que nos marca el Poder Ejecutivo. 
Evidentemente, si nosotros comenzamos a pagar los tributos de contribución inmobiliaria rural -en caso de 
dejar de ser eximidos-, ese nuevo egreso de algún lado tiene que salir. Lo que maneja UTE son sus tarifas, 
por lo que ese cambio implicaría un incremento en la proporción que corresponda de nuestras tarifas, a 
menos que, junto con esta posibilidad de no exención del pago de tributos se apruebe una disposición que nos 
resarza de esos montos en forma directa o, en forma indirecta, si llegara a bajarse la versión de resultados que 
estamos haciendo todos los años al Poder Ejecutivo. Esa es la cruda realidad en relación a qué puede pasar en 
caso de levantarse esta exención que tenemos. 


Ahora bien, yendo a otras cuestiones, el hecho de que UTE tenga estos embalses en esos departamentos no 
implica solamente la inundación de terrenos, que son retirados del aparato productivo de la región 
impidiendo el cobro de los impuestos correspondientes a la tasa de contribución inmobiliaria rural, sino que 
también representa un aporte. No olvidemos que la instalación de cada una de las represas hidroeléctricas 
asociadas a los embalses constituye en sí misma un polo de desarrollo en los departamentos, desde el punto 
de la ocupación, del afincamiento de gente en el lugar para brindar servicios directos y también indirectos en 
materia de conservación, etcétera. Tampoco se puede soslayar el hecho de que en muchos lugares - 
particularmente en Palmar- la construcción de represas estuvo acompañada por la instalación de pueblos 
enteros que en algunos casos fueron cedidos a las Intendencias, que los utilizan como lugares turísticos o para 
emprendimientos conjuntos. De manera que las Intendencias han logrado un retorno concreto. 


Por otra parte, aunque no está directamente asociado con los embalses, hay que tener en cuenta que UTE 
contribuye mucho con el desarrollo de los departamentos del interior a través de la electrificación rural. Si la 
empresa estuviera signada solamente por el rendimiento económico, jamás hubiera hecho la electrificación 
rural porque, en general, representa costos que, por la baja tasa de uso, nunca se recuperan del todo en la 
explotación posterior del servicio. Esto debe ser considerado; de alguna manera, estamos compensando la 
pérdida que tienen los departamentos por el no cobro de la contribución inmobiliaria rural. 


No sé si está en consideración, pero tenemos otros predios en medios rurales, que no están inundados por las 
aguas de los embalses. En algunos sitios hay remanentes de las expropiaciones hechas en oportunidad de la 
construcción de los embalses, que no están inundados y, en los que era posible, UTE ha forestado plantando 
eucaliptos, que se utilizan para producir los postes que se emplean para la electrificación rural. Quiere decir 
que hay todo un circuito de explotación por el que, de alguna manera, terminamos volcando obras a los 
departamentos. 


SEÑOR ALEM.- Analizamos las presentaciones anteriores, de las que surge que en varios de estos 
departamentos el área exonerada por forestación es mayor que el área afectada por las represas. Sin 
embargo las represas nunca han iniciado un juicio por esto, aunque podrían haberlo hecho y el 
resultado habría sido el mismo que este. Reitero que sí se ha iniciado juicio contra UTE. Obviamente, 
en ese caso no hay un trato igualitario. 


Traté de revisar la información de la Suprema Corte de Justicia para ver si había alguna demanda con la 
pretensión de que se anularan las exoneraciones para la actividad forestal, pero no encontré ninguna. No digo 
que tendría que haberlas; no me meto en ese tema. Lo que digo fue que se seleccionó a quién se iba a atacar. 
Quizás esto esté relacionado con las deudas, como surge de algunas declaraciones como las del abogado de la 
Intendencia de Durazno. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Creo que hemos equivocado un poco el enfoque de esta 
presentación y de nuestra tarea en esta Comisión. 


Los juicios y los fallos de los Jueces son un tema aparte; ellos actúan en base a la legislación vigente y no 
ingresamos en esa materia. Nosotros debemos ocuparnos del reclamo de las Intendencias por el cobro de la 
contribución inmobiliaria rural de los padrones en donde se han instalado represas, que son recursos que les 
han sido retaceados. Solicito al Directorio de UTE que ingresemos en ese tema. ¿Cuál es el costo que 
significaría para UTE atender el reclamo de las Intendencias y qué incidencia tendría en las tarifas? No 
conozco la paramétrica de UTE, pero diría que la afectación sería casi insignificante teniendo en cuenta el 
volumen de recaudación de la empresa. De todos modos, quisiera que se cuantificara lo que habría que pagar 
por estos reclamos y se estableciera qué suba implicaría ese aumento de los gastos. 


Planteo esto porque no me gustó mucho que, a partir del reclamo de las Intendencias, se las pretendiera 
culpar de una posible suba de las tarifas. Tampoco me cayó bien lo que mencionó el señor Vicepresidente 
acerca de que UTE genera empleo y beneficios y de que construyó un pueblo y lo cedió; en realidad, no sé 
qué otra cosa hubiera hecho con él. No me gustó que se atajaran ante un reclamo lógico de las Intendencias. 
Por eso, insisto en que cuantifiquemos el tema. Nosotros vamos a legislar; vamos a sancionar una ley que 
diga: "UTE debe pagar la contribución inmobiliaria rural por los predios donde se instalaron represas". Ante 
esto, la empresa debería explicar qué porcentaje de aumento en sus tarifas representaría esta medida, y a 
partir de esta información es que el legislador podría cambiar su voluntad, luego de analizar el justo reclamo 
de las Intendencias, el eventual perjuicio a la población y las posibles economías que UTE podría realizar 
antes de trasladar el costo a las tarifas, porque sabemos que tiene gastos importantísimos entre los que están 
el mantenimiento de un costoso parque de vacaciones y gastos de publicidad que muchas veces no 
comprendemos. Todo esto podrá ser analizado luego de conocer las cifras correspondientes al pago anual de 
la contribución inmobiliaria que se reclama. 


Insisto: hay que considerar qué incidencia tendría esto en los millones de dólares que UTE recauda y qué 
aumento de tarifa implicaría. Por ahí se encaminaría el tema; el análisis de los demás aspectos lo dejaría para 
después. Aunque no quiero generar polémica, repito que no cabe el reproche de que UTE proporciona 
electrificación rural porque ese servicio beneficia a toda la sociedad y a la economía. Es un Ente del Estado y 
no puede manejarse solo con el criterio de obtener beneficios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Diputados y nuestros invitados están de acuerdo, 
acumularíamos preguntas que luego serían respondidas. 


Comparto la visión de que el tema debería ser planteado a partir de la situación actual, más allá de opiniones 
dispares en cuanto a la característica del tributo, que es discutible. Según nos decía el asesor legal de UTE, el 
tema fue zanjado por el Tribunal de los Contencioso Administrativo y por la Suprema Corte de Justicia, y me 
consta que el Tribunal de Cuentas también tiene esta posición. Por lo tanto, más allá de que hay autores que 
sustentan el criterio de que en base al artículo 297 de la Constitución, estos son recursos de las Intendencias 
aunque su cuantía sea fijada por el Poder Legislativo, no voy a ingresar en temas jurídicos porque no soy 
abogado y porque, aparentemente, esto ha sido dilucidado en otros términos. Pero esto no quita a la nueva ley 
la posibilidad de modificar esta situación, interpretando la Constitución o poniendo a cargo de UTE una 
compensación para las Intendencias, que las resarza de las pérdidas causadas por el hecho de haber sido 
elegidas por su situación geográfica como lugar de instalación de los embalses. 


Obviamente, este es un tema que pasa por la distribución de un único recurso. Se trata de determinar cómo 
distribuimos el importe final de la exoneración que tiene UTE en este momento. ¿A quién le corresponde 
asumir ese importe? En definitiva, esto queda a cargo de UTE, de las Intendencias o del presupuesto 
nacional, que deriva una parte importante del 3,5% de ese presupuesto para solventar los presupuestos de los 


Municipios, fundamentalmente del interior del país, y aclaro que no quiero entrar en la polémica de si 
también debería estar incluido el de Montevideo. 


Del análisis de los datos de la Intendencia de Río Negro y adelantándome a lo que significa la incidencia en 
la tarifa, podemos deducir que la contribución inmobiliaria de un año representa un 3,5% del consumo que la 
Comuna tiene solamente por concepto de alumbrado público. Repito: el monto de la contribución 
inmobiliaria es un 3,5% del consumo total por alumbrado público. Inclusive, según versiones taquigráficas de 
la Legislatura anterior, esto se repite en la Intendencia de Durazno, en la que el porcentaje rondaría el 4%. 
Estamos haciendo esta comparación por las características especiales de este consumo de las Intendencias en 
un servicio público. Creo que este puede ser el camino para empezar a considerar el tema. En definitiva, se 
trata de determinar quién se hace cargo de los costos de generación de energía eléctrica; pueden ser los 
habitantes de cada uno de los departamentos o el conjunto de los uruguayos. Estas son las alternativas 
porque, de una manera u otra, los recursos se van a conseguir. 


El tema debe analizarse con perspectiva de futuro. Personalmente, me inclino por mirar hacia adelante y no 
hacia atrás. Debemos analizar qué haremos con esta exoneración vigente, más allá de la discusión de si es o 
no constitucional. Pediría que nos centráramos en eso. 


SEÑOR GANDINI.- Creo que va tomando cuerpo la idea de que es posible encontrar una solución de 
justicia tributaria en el sentido de que todos los habitantes del país tengan el mismo tratamiento. De 
hecho, UTE procede de esa forma, porque no cobra tarifas diferentes a los usuarios que reciben el 
servicio generado por medios más costosos como el fuel oil o de fuentes más cercanas o lejanas. UTE 
distribuye sus costos de manera igualitaria; en todo caso, diferencia las tarifas según se trate de 
grandes consumidores, de consumidores comerciales, residenciales, etcétera. 


La situación es que algunos departamentos del país han cedido parte de su territorio para que un organismo 
nacional genere energía y la distribuya de la manera más económica posible. La empresa indemnizó a los 
particulares propietarios de los terrenos cuando fue a ocuparlos; por lo tanto, empleó un criterio que no utiliza 
con las Intendencias, a pesar de que uno de sus principales ingresos es la contribución inmobiliaria rural. 


Tenemos que ser muy realistas. Aún no disponemos de los datos correspondientes a todas las Intendencias; 
solo tenemos los de la de Río Negro. De todos modos, si UTE tuviera que pagar contribución inmobiliaria 
rural por los terrenos afectados por los embalses, el monto ascendería a $ 541.000 anuales contra más de 

$ 15:000.000 que paga por año la Intendencia de Río Negro a la empresa por consumo de energía eléctrica. Y 
aclaro que buena parte de ello corresponde al alumbrado público, que es un servicio público afectado al 
concepto de seguridad pública. Estamos hablando de un porcentaje del 3.5%. 


Pero si tenemos en cuenta un punto de vista más realista, la Intendencia de Río Negro debe $ 48:000.000. Es 
decir que si estamos hablando en términos de cuánto tiempo llevaría descontar de la deuda la Contribución 
Inmobiliaria Rural que UTE debería pagar, dentro de noventa y seis años, si la Intendencia de Río Negro no 
generara más deuda, UTE empezaría a tener un problema económico. Hoy lo que tiene es un asiento 
contable, que podría ser financiero, pero aún no lo es. 


Me imagino que cuando UTE hace el cálculo de su tarifa no está contando con que va a cobrar a la 
Intendencia de Río Negro los $ 15:000.000 anuales, porque hace años que no se los cobra; le cobra un 
porcentaje. Cuando UTE calcula cuánto paga todos los meses de sueldos e insumos, cuánto destina a 
inversiones y cuánto recauda, sin duda que tiene en cuenta las deudas que las Intendencias tienen y que 
anualmente seguirán teniendo porque hay una desproporción enorme entre lo que significa pagar a UTE el 
consumo de energía eléctrica, básicamente de alumbrado público, en relación con su presupuesto y, sobre 
todo -como lo hablábamos el otro día en esta Comisión-, con su presupuesto de gastos. Si en la Intendencia 
de Rocha el costo de energía eléctrica por alumbrado es el 10% del presupuesto y habitualmente el gasto 
municipal es el 20% del presupuesto, el gasto de energía eléctrica es la mitad del rubro gastos que tiene dicha 
comuna. Por supuesto que no lo puede pagar, pero tampoco puede apagar las luces, de la misma manera que 
OSE no puede dejar de dar agua porque Salud Pública nos diría que estamos incursionando en un grave 
camino, afectando la salubridad y la salud. Entonces, hay servicios públicos que con realismo vamos 
aceptando. 


Aquí lo que estamos planteando es cuantificar en términos reales cuánto significa para UTE pagar la 
Contribución de aquellos terrenos que están afectados directamente por el Ente -por supuesto que están fuera 
de esto aquellos que tienen vinculación con la represa de Salto Grande, que es otro tema- y establecer una 
posibilidad de compensación entre lo que la Intendencia gasta y lo que UTE debería pagar por Contribución 
Inmobiliaria Rural a esa misma Intendencia. Al parecer, si cerramos esos números, que los podríamos obtener 
por la vía de las Intendencias pero también por UTE, nos vamos a dar cuenta de que es un problema de 
asiento contable muy pequeño. En todo caso, si esto afecta las finanzas del organismo y este tiene que 
trasladarlo a su tarifa, es bueno saber cuánto sería y hacernos responsables nosotros, con nuestro voto en el 
Parlamento, para distribuir de manera equitativa el aporte de todos los habitantes del país y no recargar sobre 
algunos los costos de generar energía eléctrica para todos. 


En definitiva, como decía el señor Diputado González Alvarez, para hoy o para una próxima sesión sería 
bueno contar con los números para cuantificarlos y tomar conciencia absoluta de lo que significa este 
proyecto a fin de darle viabilidad. 


SEÑOR BARREIRO.- El señor Diputado Gandini mencionó el tema que quería plantear en este 
momento, referido a aquellos predios afectados por la represa de Salto Grande. 


Es bien sabido que la inmunidad jurisdiccional de la Comisión Técnica Mixta plantea cierto problema en 
cuanto a la percepción de este impuesto, pero seguramente tendremos que ir pensando -en caso de que 
prospere este proyecto de ley- el mecanismo mediante el cual se percibiría esa Contribución Inmobiliaria 
Rural por parte de los Municipios. 


De cualquier manera, es bien sabido que la Comisión Técnica Mixta no factura su energía, sino que lo hace 
UTE y el dinero lo vierte a Rentas Generales. Quiere decir que de alguna manera, desde el punto de vista 
económico, está incluido en los ingresos de UTE. Ese es otro tema que en algún momento también se tendrá 
que poner en limpio: ver si Salto Grande es o no un generador y un comercializador de energía. 


De cualquier manera, en cuanto al tema de que las represas son un factor de desarrollo local, quiero decir que 
en cierta manera lo son y han dado impulso a ciertas actividades económicas y comerciales en la zona, pero 
también es cierto que han provocado perjuicios. Es bien sabida la erosión que causa en el río Uruguay la 
represa de Salto Grande, a tal punto que la Intendencia Municipal de Salto ha iniciado un juicio al Estado por 
varios millones de dólares por los perjuicios que ha causado el funcionamiento de la presa, más allá de los 
beneficios que ha traído. Decimos esto con propiedad porque hasta el día 15 de febrero integramos la 
Comisión Técnica Mixta de Salto Grande como delegados de Uruguay. 


Reitero que es un tema que debería incluirse en la temática general y, en caso de aprobarse este proyecto de 
ley, habría que ir pensando el mecanismo por el cual las Intendencias de Salto y Artigas -que es el otro 
departamento afectado por el embalse- percibirían esta Contribución Inmobiliaria Rural. 


Creo que es razonable que las Intendencias perciban dicha Contribución. Son terrenos que si bien no son 
productivos para los fines primarios para los cuales fueron concebidos, son productivos para le generación de 
energía que, en definitiva, se comercializa y que, por lo tanto, rinde económicamente. Por ende, es injusto 
que los Municipios se vean privados de percibir una contribución económica que a todas luces parece 
razonable que la reciban. 


Por supuesto que la legislación actual indica que no lo debe hacer y, por lo tanto, todos los juicios que se 
hayan entablado ante la Suprema Corte de Justicia van a fallar a favor de la ley. El tema de fondo es si 
modificamos o no la legislación. 


Adelanto mi apoyo a este proyecto de ley. Quería hacer la salvedad de que en su momento tendremos que 
establecer este mecanismo que es más dificultoso, habida cuenta de que esos terrenos han sido inundados por 
aguas de la represa de Salto Grande, que es un organismo binacional y no está sujeto a la legislación de los 
Estados miembro del organismo. Por lo tanto, habría que ver de qué manera se puede hacer efectivo ese 
cobro. 


SEÑOR CARDOSO.- Quiero hacer una breve reflexión sobre un debate que recién se inicia y que no 
refiere tanto al pasado, respecto a si UTE tuvo una posición correcta a la hora de defenderse frente al 


pago de la Contribución Inmobiliaria Rural. Me parece que está absolutamente claro que lo que UTE 
hizo fue correcto a la hora de defenderse de un impuesto que no tenía que pagar. 


Este debate tiene que permitirnos a todos, inclusive a UTE, la posibilidad de analizar un tema que tenemos 
sobre la mesa: el pago de la luz pública, los costos que la luz pública genera a los Municipios del país y la 
forma en que esta se paga. Quiero dejar muy claramente establecido que UTE ha actuado con un sentido 
político incuestionable de empresa pública que tiene claro cuál es su rol. Teniendo deudas millonarias en 
dólares y siendo acreedor de los Municipios por millones de dólares, jamás ha tenido una actitud de embestir 
a un Municipio, o de disminuirle el alumbrado público. Sabemos que a Intendencias que hace cinco años que 
no le pagan a UTE, por vía de excepción, les ha autorizado nuevos tendidos de luz pública, a través de 
resoluciones del año pasado. 


De manera que está fuera de discusión la voluntad que UTE ha tenido de ser un buen articulador en este 
tema. Pero lo cierto es que en los presupuestos municipales la deuda cuenta; está ahí sobre la mesa. Es un 
acreedor al que hay que tener en cuenta. 


Por otro lado, estamos empezando a poner en duda si la responsabilidad de los costos de la luz pública es 
exclusivamente un rol de la Intendencia; es decir, si son las Intendencias las responsables de los contadores 
para alumbrar las calles. ¿El Poder Ejecutivo no tiene nada que ver en esto? ¿El Ministerio del Interior mira 
ajeno el episodio y, nada más y nada menos que en el gasto de iluminar las calles, juega solamente el 
Municipio? ¿Es una responsabilidad exclusiva del Municipio? Me parece que este es el centro del debate, 
aunque cuatro o cinco Intendencias hayan salido por la tangente buscando la forma de encontrar algunos 
pesitos. 


A su vez, quiero decir sinceramente que si este proyecto de ley se aprueba, a UTE le cuesta tres pesos. Esto 
es nada; absolutamente nada. Lo acaba de demostrar el señor Diputado Gandini. En todo caso, con este 
proyecto UTE va a quedar como si hiciera un enorme aporte pagando la Contribución Inmobiliaria Rural 
cuando, en el fondo, es nada; en términos contables y financieros es nada. 


Prefiero que el debate se centre sobre el futuro: qué vamos a hacer con la luz y qué nos tiene que decir UTE, 
si es que algo tiene que decir; de pronto, dice: "Nosotros no tenemos nada que decir". No digo hoy, sino en el 
futuro. Se trata de un debate que vamos a tener que promover acá, en otros ámbitos o donde corresponda, 
pero es una discusión que se viene. ¿Quién se hace cargo de la luz pública, de los costos de mantener 
iluminados las ciudades, los pueblos, las villas, los barrios? ¿Quién paga? ¿Exclusivamente las Intendencias? 
A mi juicio, este es el centro de la cuestión. Hay Municipios abrumados por este tema; hay presupuestos 
municipales abrumados por el costo que esto significa. 


Por otra parte, nosotros no podemos embestir desde el Parlamento a UTE y decirle: "Mire, es esta la 
solución". Hay que ver qué tiene para decir UTE porque, quizás, puede tener alguna fórmula y ha pensado en 
alivianar el costo de la energía eléctrica pública por alguna vía, por ejemplo, haciendo nuevos costos 
diferenciales o teniendo alguna otra alternativa a este medidor que como un fichero de taxi cae contra los 
presupuestos municipales. En mi departamento, nuestro Municipio hace cinco años que no le paga a UTE. 
Imagino que en el Ente debe haber una serie de vales de deuda; lo tendrán en el presupuesto, será déficit, lo 
habrán echado en la cuenta del olvido; no sé, pero hay cinco años impagos. Por eso hablé al principio de la 
tolerancia y de la forma en que se ha comportado UTE en este tema, que tuvo una conducta intachable y así 
lo debemos reconocer. 


Quizá sea el momento de resolver este tema para hacer transparentes los números de UTE, a fin de que cobre 
sus deudas, dando una señal a los Municipios sobre cuál va a ser el futuro de la energía eléctrica en cuanto a 
la iluminación pública. Hasta ahora, como dije, la responsabilidad ha sido exclusivamente de los Municipios, 
pero en algunos casos solo en el papel porque UTE carga con deudas millonarias en dólares. No tengo los 
números en mi poder, pero debe oscilar entre los US$ 10:000.000 y US$ 15:000.000. Esto es un agujero 
negro, del que no vamos a salir si no empezamos a analizar con claridad cuál es el futuro en materia de los 
pagos de la energía eléctrica. 


SEÑOR POSADA.- Hemos señalado nuestra discrepancia con el proyecto de ley presentado. El planteo 
del señor Diputado Cardoso es correcto en cuanto a que el tema de fondo es de otra naturaleza. El 
tema real es que a las Intendencias se les hace difícil asumir los costos referentes al alumbrado público. 


En ese sentido, lo que están buscando es un planteo lateral para tratar de aliviar su presupuesto. Pero 
el tema de fondo es otro. 


Con relación a este, la consulta que queremos realizar es la siguiente. En la Legislatura pasada se aprobó una 
ley que apuntaba a que las Intendencias dejaran de cobrar por el alumbrado público y que UTE lo hiciera 
directamente a través de las facturas que llegan a cada uno de los domicilios. La pregunta que queremos 
realizar es cuál es el estado de situación respecto de las Intendencias que optaron por ese camino y cuáles de 
ellas no lo hicieron. Me parece que esto es referirse al tema de fondo. Lo otro es dar vueltas a la noria 
respecto a un planteo que, a nuestro juicio, no corresponde. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Evidentemente, con este proyecto de ley lo único que estamos decidiendo 
es si vamos a transferir recursos de UTE hacia las Intendencias. Claramente, el tema de fondo es este; 
es decir que lo que hoy no paga UTE y, por lo tanto no lo cobran las Intendencias, va a empezar a 
pagarlo UTE y a cobrarlo las Intendencias. 


Por otra parte, me gustaría saber qué Intendencias deben y cuáles no deben porque puede haber un problema 
de financiación, de recursos, o quizás de administración de las comunas. O sea que me gustaría saber si son 
todas las Intendencias que deben a UTE por el alumbrado público o si son solo algunas. Desearía saber 
cuáles son y cuánto deben. 


SEÑOR POSADA.- Complementado mi pregunta, quiero decir que la referencia legal es la Ley 
N? 17.243, la primera ley de urgencia, que en su artículo 34 prevé lo siguiente: 'En los departamentos 
en los que la Intendencia Municipal adeude el equivalente a cuatro o más meses de consumo de energía 
eléctrica correspondiente al servicio de alumbrado, la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas podrá subrogarse en el cobro, realizándolo directamente a sus clientes 
domiciliarios.- Los pagos realizados por estos últimos compensan de pleno derecho igual importe de la 
tasa municipal que correspondiere.- Este cobro será conjunto con la factura de suministro eléctrico 
integrando un único pago indivisible.- No corresponde pago alguno en las zonas que carezcan del 
servicio". 


A su vez, el artículo 35 también se refería al mismo tema. 


En definitiva, a través de esta ley se daba la posibilidad a UTE de que se subrogara y cobrara directamente 
por el servicio de alumbrado público. 


Entonces, planteando correctamente la pregunta, lo que deberíamos saber es cuáles han sido los criterios que 
ha adoptado UTE, sobre todo teniendo en cuenta que la mayoría de las Intendencias -no sé si todas- están 
adeudando varios meses a la empresa pública. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.-Voy a tratar de hacer todas las aclaraciones que corresponda, más 
allá de que no lo haga en el orden en que fueron planteadas. 


No dispongo aquí de las áreas totales involucradas en este tema, pero sí de números globales. Por el embalse 
de Rincón de Baygorria tenemos afectadas 10.200 hectáreas; por el embalse de la represa Gabriel Terra, 
110.000 hectáreas; por el embalse de Palmar, 30.000 hectáreas, todo lo cual totaliza 150.000 o 160.000 
hectáreas. 


Por otra parte, tenemos las áreas rurales a las que me referí con anterioridad, que no están vinculadas con 
embalses sino con otro tipo de explotaciones, que representan 13.000 hectáreas. De ese modo, se llega a un 
total de tierras rurales en manos de UTE de 164.340 hectáreas. Esto es lo que surge de los títulos de 
propiedad que están en poder de UTE, aunque las cifras pueden tener ajustes. 


Con respecto al "quantum" del pago de contribuciones anuales, habría que aplicar la tasa vigente, que no la 
tengo presente, pero estaríamos hablando de una cantidad aproximada a $ 7:000.000 anuales, si consideramos 
$ 40 por hectárea. De todos modos, puedo hacerles llegar ese dato con más precisión más adelante. Si 
comparamos esa cifra con los US$ 500:000.000 que recauda anualmente UTE, evidentemente que es ínfima, 


pero también tenemos otras cifras ínfimas que se acumulan y nuestros costos podrían verse equilibrados con 
nuestros ingresos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disponemos de datos del departamento de Río Negro que, si los hacemos 
extensivos al resto de los departamentos, nos da un total de $ 6:000.000. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- Quiero aclarar al señor Diputado González Álvarez que de ninguna 
manera hice un reproche por la contribución que hace UTE en materia de electrificación rural. Por el 
contrario, considero que todos los uruguayos tenemos necesidad de contribuir a lograr el afincamiento 
en el medio rural, permitiendo una mejor calidad de vida. En definitiva, repartimos entre todos ese 
costo. 


El señor Diputado también señalaba que UTE posiblemente tenga ineficiencias que estaríamos pagando todos 
los uruguayos y que reportan, al cabo del presupuesto anual, bastante más que estos $ 6:000.000 que estamos 
manejando. Creo que todo es perfectible. Hay cosas que se están haciendo lo mejor posible y debe tenerse en 
cuenta que UTE ha venido mejorando sustancialmente, desde hace unos cuantos años a esta parte. Su 
operativa ha mejorado la eficiencia en sus servicios y hoy estamos "rankeados" entre la segunda y cuarta 
mejor empresa latinoamericana de la región, según los indicadores que se tomen. Eso se debe al esfuerzo que 
ha hecho UTE para superar todas sus ineficiencias, colocándose dentro de los mejores estándares mundiales. 
Por supuesto que siempre quedan cosas por hacer. 


En cuanto a las deudas de las Intendencias por el alumbrado público, yo les puedo dejar un cuadro que 
trajimos en el que figura el monto de las deudas al día de hoy, dolarizadas. Ese monto asciende a 

US$ 68:750.000, es decir, bastante más que los US$ 10:000.000 que el señor Diputado suponía. Eso se 
reparte de manera muy disímil entre todos los departamentos. La malla oro la lleva Canelones con 

US$ 17:800.000, mientras que el último en la tabla es el departamento de Lavalleja con US$ 43.500. Esas 
son las deudas contabilizadas y vencidas en el mes marzo. Este es el gran número en cuestión y la 
contribución inmobiliaria no incide en lo más mínimo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería importante que nos hicieran llegar no solo el monto de las deudas sino 
cuál es la regularidad de pago, porque muchas de esas deudas están convenidas y esos convenios se 
están pagando conjuntamente con los consumos corrientes, como es el caso de la Intendencia 
Municipal de Montevideo. La deuda de esta Intendencia -que tiene más de la mitad del consumo 
eléctrico del país- asciende a US$ 8:000.000, convenidos, e insisto en que se está al día con el pago de los 
consumos actuales. 


SEÑOR MUJICA.- Si hay cifras anuales de facturación, ¿cuál es el promedio que se factura a las 
Intendencias? 


SEÑOR ALEM.- El sistema que previó la primera ley de urgencia no dependía solo de la voluntad de 
UTE. Este organismo tenía la facultad de hacer la subrogación, pero las Intendencias tenían que 
adherir y no todas lo hicieron. En el caso de las Intendencias que adhirieron, los resultados fueron 
buenos. La Intendencia Municipal de Canelones, por ejemplo, ahora está pagando y el alumbrado se 
cobra casi todo, ya que al incluirse en la factura de UTE, el consumidor corre el riesgo de que le corten 
el servicio. Artigas también suscribió el convenio, y creo que también Salto y Florida; en el caso de la 
Intendencia Municipal de Cerro Largo, el convenio lo había aprobado la Intendencia, pero no fue 
ratificado por la Junta Departamental. 


El Intendente Municipal de Rocha estuvo conversando con las autoridades de UTE y nuestra consultoría 
analizará cómo se puede procesar este tema. En los casos en que no se han realizado convenios, es porque las 
Intendencias no lo han querido. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- Lo que venimos facturando anualmente en materia de alumbrado 
público, desde 1999 a 2004, varía entre US$ 18:000.000 y US$ 23:000.000. La deuda actual es del 
entorno de tres años. Con respecto a esa deuda total de US$ 68:000.000, ¿qué acciones hemos llevado 
adelante conjuntamente con las Intendencias a efectos de tratar de bajarla? Una de estas acciones es la 


que explicaba recién el doctor Alem, y otra es ayudar a las Intendencias a resolver sus problemas de 
recaudación y mejorar su eficiencia de gestión. 


Como se sabe, UTE dispone de una consultora, Conex, que se dedica, entre otras cosas, a programas de 
mejora de gestión en la Administración Pública. Conex ha hecho convenios con diversas instituciones del 
Estado y con empresas extranjeras. Es de destacar el convenio realizado con la Intendencia Municipal de 
Montevideo -hace ya algunos años- para mejorar su gestión. En estos momentos tenemos un convenio 
vigente con la Intendencia Municipal de Canelones. Por medio de ese convenio y de ese servicio que brinda 
UTE a las Intendencias, les ayudamos a mejorar su capacidad de cobro de deudas. Una forma de cobrarnos 
ese servicio es compartiendo el plus de recaudación que se tiene anualmente. Con ese sistema, a su vez, la 
capacidad de pago de las Intendencias aumenta. En general lo que estamos haciendo dentro de esa modalidad 
de cobro de retribución por resultado es cobrar parte de las deudas generadas. En este momento, por ejemplo, 
la deuda de la Intendencia Municipal de Canelones alcanza a US$ 17:000.000, pero un año atrás era mucho 
mayor ya que nos estamos resarciendo con los pagos. 


Estamos en vías de hacer un convenio similar con la Intendencia Municipal de Rocha, que nos ha hecho el 
mismo planteo. De alguna manera, en esto hay una contribución que podemos hacer desde UTE, no 
solamente para tratar de cobrarnos lo que nos deben, sino para mejorar la eficiencia de la gestión municipal. 


SEÑOR BRUNO.- Algunas Intendencias no han hecho convenios y, por lo menos de acuerdo con lo que 
yo conozco, uno de los problemas que encuentran tiene que ver con la dilucidación del problema de los 
lagos. En la medida en que las Intendencias aclaren esta situación, los convenios se van a llevar 
adelante. Los convenios implican que las Intendencias traspasen sus potestades a UTE para que cobren 
a través de sus facturas la tasa de alumbrado público. En comparación con la tarifa domiciliaria y 
comercial, ¿en qué valores se encuentra lo que cobra UTE por ese concepto? 


SEÑOR CONDE.- A raíz de este debate se han planteado una serie de temas que tienen que ver con el 
alumbrado público, las relaciones UTE-Intendencia, etcétera, y el asunto se ha complicado porque 
estamos abordando varias facetas, inclusive más de las que nos habíamos planteado resolver aquí. Yo 
quiero volver a enfocar el tema concreto que estamos tratando que es la exoneración del pago de 
Contribución Inmobiliaria de los padrones afectados por los embalses. De todos modos, no voy a dejar 
de hacer un comentario general sobre los otros temas en torno a los cuales hay un desorden entre los 
distintos agentes del Estado, que redunda en perjuicio de los vecinos, del público, de los usuarios que 
son, en definitiva, quienes pagan a las Intendencias y a UTE. 


El tema está claro desde el punto de vista jurídico y el informe del Asesor Legal de UTE es clarísimo 
respecto a que este es un impuesto de disposición por ley nacional. Las exoneraciones están establecidas por 
vía de ley y, desde el punto de vista legal, las Intendencias no pueden hacer ningún reclamo viable. Ese 
debate está saldado así. Lo que se nos pide a nosotros, justamente, es que cambiemos la ley y no que 
discutamos si la ley se aplica o no. Lo que se nos pide es que nos expidamos sobre si estamos o no dispuestos 
a cambiarla. 


Como principio general de reivindicación de las Intendencias e inclusive por un principio de ordenamiento 
financiero de las cuentas públicas, estoy abierto al criterio de cambiar esa ley, sobre todo teniendo en cuenta 
que los números son inmateriales desde el punto de vista presupuestal para UTE, pero no así para las 
Intendencias. Me parece mucho más transparente y saneado aplicar el principio general de que todos los 
padrones tributen. Yo estoy dispuesto a seguir ese criterio si ese es el temperamento de la Comisión, más allá 
de que no tenemos una posición sobre el asunto. Ese es el debate y no cómo se aplica la ley. 


Luego se han planteado otros temas que tienen que ver con otras cosas que involucran posibles convenios o 
convenios en ejecución, como sucede en mi departamento -yo tendría que ampararme en ese artículo del 
Reglamento que me impide votar porque yo pago mi factura en el departamento de Canelones-, cuya 
Intendencia es una de las que han hecho convenio con UTE. Allí es donde aparecen algunas zonas de 
indefinición de roles, que aunque están establecidos en la ley no se cumplen a cabalidad y terminan 
perjudicando a los usuarios. En este departamento el alumbrado público se paga a través de la factura de UTE 
y no con la antigua tasa de alumbrado que cobraba el Municipio, que dio lugar a problemas de todo tipo, que 
ya conocemos y que no es necesario reiterar. El mantenimiento del servicio, desde el punto de vista material, 


el mantenimiento de la red y de la instalación, las reparaciones, el cuidado, etcétera, no lo hace UTE. En 
muchísimos casos, en muchísimas cuadras de nuestras ciudades se plantea la situación de que UTE cobra, 
pero el alumbrado no existe porque UTE no se responsabiliza del servicio, sino que este está en manos del 
Municipio. Estas cosas están previstas en la ley, pero no están debidamente reglamentadas en el convenio 
entre UTE y el Municipio o cumplidas por una de las partes. Creo que en este caso el incumplimiento es del 
Municipio, pero me parece injusto que el vecino tenga que pagar rigurosamente en su factura de UTE el 
alumbrado público, bajo amenaza de que si no lo hace le cortan la luz, mientras que en enormes extensiones 
del territorio ese servicio no existe; por tanto, se está obligando a la gente a pagar por un servicio que no le 
brindan. En esto me coloco por fuera de UTE y por fuera de la Intendencia, me pongo del lado del usuario. 
Estos organismos tendrán que asumir las responsabilidades como les corresponde. 


En última instancia, si tuviéramos que construir una opinión general para limpiar y transparentar este tema a 
nivel nacional, deberíamos adoptar un criterio coherente. Sé que están en juego las autonomías municipales y 
que no podemos obligar a una Intendencia a hacer convenio con UTE. Ello deriva en que unas hacen 
convenios y otras no porque, como bien decía el doctor Alem, UTE está facultada para hacerlo pero depende 
del interés de las Intendencias. No podemos ingresar en el terreno de la autonomía municipal y esto redunda 
en la generación de situaciones diferentes en cada departamento, lo que no nos permite ordenar el tema. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El señor Diputado Conde plantea una cuestión muy 
interesante relacionada con la doble responsabilidad de la Intendencia y UTE en cuanto a la 
administración del servicio. 


En mi departamento hemos estudiado el mantenimiento físico de la red y cuando lo consideramos en el 
presupuesto municipal concluimos en que resulta perfectamente posible de ser realizado por parte de las 
Intendencias. Además, la característica de ese mantenimiento es típicamente municipal porque refiere a lo 
urbanístico, y la Intendencia está mucho más cerca de todo lo que refiere a las columnas, al tipo de picos, 
según la zona de que se trate, ya sea un barrio, una zona céntrica, un área histórica. En cambio, el 
mantenimiento del medidor tiene un costo que, desde mi punto de vista, sí está disparado. 


Es cierto que se necesita una gran coordinación, porque si se da lo que menciona el señor Diputado Conde se 
genera una gran injusticia en la que quien queda atrapado es el usuario, que paga por un servicio que no le 
brindan y el responsable no es quien le cobra sino quien está a cargo del arreglo. Es un tema que se puede 
convenir entre UTE y el Municipio. 


SEÑOR CONDE.- La interrupción del señor Diputado Cardoso ha sido oportuna; él está muy cerca de 
los temas municipales y yo también. 


Comparto el criterio de que el mantenimiento de la red debe estar en la órbita municipal, pero insisto en que 
no podemos decidirlo nosotros porque no debemos violentar las autonomías municipales; el criterio debería 
lograrse por la vía de la coordinación y de los acuerdos. Si UTE cobrara por los medidores y las Intendencias 
se hicieran responsables de la instalación y el mantenimiento físico de la red, podrían conveniar con UTE la 
forma de pagar por ese servicio y se resolvería definitivamente el tema de los padrones. De este modo, la 
situación quedaría ordenada con un criterio general y no tendríamos que dedicar más tiempo a una cuestión, 
que es importante porque involucra a los vecinos, pero que a esta altura puede ser solucionada de forma 
definitiva porque disponemos de todas las herramientas necesarias para hacerlo. 


SEÑOR PÉREZ (don Pablo).- Quisiera saber si las autoridades de UTE tienen información acerca de 
las deudas de la Intendencia de Maldonado y si existe algún convenio. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- La deuda de la Intendencia de Maldonado asciende a US$ 2:168.00 
y no hay ningún convenio. 


SEÑOR PÉREZ (don Pablo).- ¿Se está pagando? 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- No sabría decirle, pero que no haya convenio no quiere decir que no 
se esté pagando. 


SEÑOR PÉREZ (don Pablo).- ¿Saben cuánto paga por año? 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- Tengo las cifras globales correspondientes al alumbrado público; no 
dispongo de datos por departamento. 


SEÑOR ALEM.- Hace un rato nos preguntaban si UTE pasaba esto a pérdida o si se olvidaba de 
cobrarlo, y es bueno recordar que aun cuando no se esté pagando, cada cierto tiempo se puede recibir 
dinero por concepto de IMESI que el gobierno central vierte a la empresa y es descontado de las 
deudas de las Intendencias. Inclusive, a esa cuenta también ha llegado dinero de las utilidades de los 
casinos; hay una especie de cuenta corriente. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- Los señores Diputados preguntaban cómo es la tarifa de alumbrado 
público en relación con las otras de UTE. Con el último aumento homologado por el Poder Ejecutivo, 
el kilovatio/hora que cobramos a las Intendencias por alumbrado público es prácticamente el mismo 
que en la franja normal de la tarifa residencial. Hablo de tasa normal porque para los hogares de 
menores ingresos tenemos una tarifa subsidiada que va de O a 100 kilovatios/hora. En cambio, si 
comparamos la tarifa de alumbrado público con la tarifa residencial media advertimos que 
prácticamente coinciden. 


Quiero aclarar también que en la tarifa de alumbrado público tenemos dos rubros discriminados: la tarifa por 
kilovatio/hora con mantenimiento de la red por parte de las Intendencias y la tarifa abierta con la posibilidad 
de que UTE haga el mantenimiento. Se trata de un tema de coordinación con las Intendencias. Las que han 
hecho convenio para que UTE cobre a los vecinos pueden optar por continuar con el mantenimiento -lo que 
se refleja en una tarifa menor- o encomendárselo a UTE, y esta cobra a los vecinos la tasa respectiva. 


SEÑOR POSADA.- Aclaro que la facultad establecida por el artículo 34 en el sentido de que UTE 
pueda subrogarse el cobro del alumbrado público no requiere manifestación de conformidad de las 
Intendencias. UTE tiene todas las facultades para hacerlo. Lo que sí requiere conformidad de las 
Intendencias es el hecho de que UTE se haga cargo del alumbrado público. En ese sentido, 
perfectamente se podría avanzar en la subrogación en el cobro sin consentimiento de las Intendencias. 
Vale la aclaración porque eso es lo que está establecido en la ley. 


SEÑOR ALEM.- Es un tema discutible. Valoro la opinión del señor Diputado, pero creo que se 
requiere la voluntad de las Intendencias. 


SEÑOR POSADA.- Estoy planteando lo que dice el artículo de la ley. Lo que requiere conformidad 
está planteado en el artículo 35, que establece que UTE puede efectuar el servicio público de 
alumbrado de ciudades, etcétera y se aclara que lo dispuesto en el inciso anterior solo será de 
aplicación en aquellos casos en que las Intendencias manifiesten su conformidad. 


Quiere decir que esto rige para hacerse cargo del alumbrado público, pero en cuanto al cobro hay un 
mecanismo previsto en el artículo 34 que no requiere conformidad de las Intendencias. 


SEÑOR MUJICA.- En términos generales, el mecanismo de la subrogación podría abrir un camino de 
solución para este problema, siempre que se mantengan algunos criterios que desde el punto de vista 
político me parecen importantes. 


No estoy de acuerdo con que cobre quien no brinda el servicio, y si este no tiene los elementos materiales de 
porte, para la gente no existe como tal. Si no hay picos, lámparas o postes, el alumbrado público para la gente 
es una entelequia. Entonces, el problema del usuario siempre radica en que le cobra quien no brinda el 
servicio. Además, finalmente, el servicio no lo brinda quien trasmite electrones por un cable sino quien 
instala el poste con el pico en la esquina o en la mitad de la cuadra. En última instancia, el usuario queda 
prisionero de tener que pagar a alguien que, cuando hace un reclamo, le dice: "Eso no lo hago yo". 


Tenemos un problema político de insatisfacción general de la ciudadanía porque no solo paga por un servicio 
que no le llega, sino que, cuando reclama, sorprendentemente, se encuentra con que el servicio no se lo da 


ese organismo. Reitero que es un problema político importante. En términos generales, hay que tender a que 
quien cobre se haga cargo del servicio por el que está cobrando. Y reitero que el servicio no consiste en 
transportar energía eléctrica hacia una ciudad o zona del país, sino en proporcionar alumbrado público a los 
ciudadanos. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Lo que plantea el señor Diputado Mujica está resuelto en la 
ley, que establece que este cobro será conjunto con las facturas de suministro eléctrico, integrando un 
único pago indivisible; ese es el caso en que UTE cobra. A renglón seguido se dice que no corresponde 
pago alguno en las zonas que carezcan de servicios. Quiere decir que estamos ante un tema de 
comunicación o de imperfección en la realidad porque, desde el punto de vista normativo, está 
perfectamente resuelto. 


SEÑOR MUJICA.- Está bien, pero la situación que denunciaba el señor Diputado Conde -que creo que 
todos hemos vivido en distintos lugares- se da por la falta de coordinación. En última instancia, el 
vecino, que sufre la falta del servicio, se encuentra con que igual termina pagando por él. Este es un 
problema político importante a atender. 


Queremos empezar a cerrar este tema, que empezó con el cobro de las contribuciones inmobiliarias rurales y 
nos llevó a la necesidad de dar satisfacción a una población para la que las tarifas públicas constituyen una 
parte importante de su presupuesto, cualquiera sea el que las cobre. La población quiere alguna clase de 
devolución por ese pago, sobre todo, cuando las tarifas incorporan elementos como el alumbrado público y la 
gente sabe que no lo tiene o que no resulta suficiente. En definitiva, la gente se encuentra con que quien le 
cobra no se hace responsable, en todo caso, más que de una parte del servicio, y ello genera la sensación de 
ser estafada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no hemos avanzado lo suficiente como para encontrar una solución 
al punto central de la convocatoria, aunque coincido con el señor Diputado Conde en que la Comisión 
tiene la voluntad de estudiar el tema a futuro. Pero últimamente se ha ingresado a otro tema relativo al 
análisis de la posibilidad que plantea el artículo 34 de la Ley N” 17.243. 


Si pensáramos que esto puede manejarse unilateralmente por parte de UTE ingresaríamos en un terreno 
peligroso, porque podríamos afectar las autonomías municipales constitucionalmente establecidas. No hay 
duda de que la tasa de servicio de alumbrado prestado por las Intendencias es un recurso establecido en la 
Constitución; aparentemente, se ha saldado la inquietud en cuanto a si se trata de una ley nacional y, por 
ende, de un tributo nacional y no le corresponde a las Intendencias inmunidad en este sentido desde el punto 
de vista de que el Parlamento pueda o no legislar. La ley establece claramente que la Intendencia tiene 
derecho a cobrar tasas sobre los servicios que presta. 


Además, incursionamos en otro tema que UTE debería repensar. La empresa tiene una disposición de menor 
jerarquía, adoptada a nivel de Directorio, por la que, en las tarifas residenciales, el servicio no se cobra 
cuando no puede ser prestado por determinada cantidad de días. Del mismo modo, el usuario del alumbrado 
público podrá pretender que no se le cobre por ese servicio si no se le está prestando porque la lámpara que 
está frente a su domicilio o a su lugar de trabajo está apagada. Por eso digo que si nos manejamos solo en 
base a la voluntad de UTE entraríamos en un terreno peligroso de competencia de los servicios prestados por 
las Intendencias y los servicios cobrados por UTE. 


Reitero que si bien el tema no ha quedado cerrado, podríamos darlo por suficientemente discutido por el día 
de hoy. Solo resta solicitar a las autoridades de UTE que nos hagan llegar un detalle exhaustivo sobre la 
situación financiera de las Intendencias afectadas por los embalses y también de las otras. Particularmente, 
me interesaría conocer el monto de las deudas, su antigúedad, si existen pagos de los consumos corrientes y 
cuál sería la incidencia en la tarifa de alumbrado público si UTE dejara de contar con esta exoneración. 


Agradecemos al señor Vicepresidente de UTE y a su asesor jurídico la información que nos han brindado. 
Nos mantendremos en contacto para coordinar una nueva conversación sobre este tema. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- Haremos llegar a la Comisión un "dossier" completo entre mañana 
y el viernes. 


(Se retiran de Sala el ingeniero De Aurrecoechea y el doctor Alem) 


SEÑOR POSADA.- En los asuntos entrados a la Cámara en el día de ayer, ingresaron dos proyectos 
que fueron derivados a la Comisión de Hacienda. Uno de ellos es el referido a la limitación del alcance 
del secreto bancario. Solicitamos que se incluya en el orden del día de la Comisión a fin de tener una 
opinión con respecto a este tema en ocasión de la comparecencia del señor Ministro de Economía y 
Finanzas en la segunda quincena del mes de abril, a los efectos de aprobarlo rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay varios proyectos de ley ingresados a la Comisión que requieren la 
opinión del Ministerio de Economía y Finanzas. 


La Mesa quiere recordar que en la próxima sesión vamos a tener la visita del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca sobre el tema del Fondo Azucarero. 


Se pasa a considerar el segundo punto del orden del día: "Importación de determinados bienes muebles 
usados". 


Si bien ya ha tenido un trámite parlamentario en la Legislatura anterior -fue sancionado por el Parlamento y 
vetado por el Poder Ejecutivo en pleno receso-, es un tema a considerar por las connotaciones que tiene, 
inclusive a nivel internacional por los acuerdos existentes en el MERCOSUR. 


Creo que deberíamos solicitar con carácter urgente la opinión de los Ministerios involucrados, porque 
obviamente puede haber algún cambio significativo en las posiciones de las autoridades actuales y porque, de 
la lectura del trámite parlamentario, se puede apreciar que las posturas entre los distintos Ministerios eran 
diferentes. 


Por ende, no podemos eludir el pedido de opinión a los Ministerios de Transporte y Obras Públicas, Industria, 
Energía y Minería y Economía y Finanzas. 


Si los señores Diputados están de acuerdo, en la próxima sesión citaremos al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, en la del 20 de abril a los Ministerios relacionados con la importación de determinados 
bienes muebles usados y en la del 27 de abril al Ministerio de Economía y Finanzas, debido a que el señor 
Ministro estaría retornando de su viaje alrededor del día 20. Los temas a discutir en esa ocasión serían: 
endeudamiento interno, importación de determinados bienes muebles usados, secreto bancario -solicitado por 
el señor Diputado Posada- y Fondo Azucarero. 


(Apoyados) 


SEÑOR GANDINI.- Me parece bien que agendemos todas estas entrevistas, pero me preocupa que 
algunos temas que empezamos a abordar vayan quedando muy postergados. Por lo tanto, sugiero 
incluir este proyecto de ley sobre la Contribución Inmobiliaria Rural en alguna de estas sesiones y 
votarlo. Es necesario empezar a conversar sobre él y aprobarlo rápidamente. De otra forma, se 
empiezan a acumular una cantidad de cosas, pero la Cámara no tiene temas para discutir. Pienso que 
hay que empezar a producir cosas concretas. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Creo que en la sesión que viene todos estaremos en condiciones de votar 
este proyecto de ley. Por lo tanto, propongo que así se haga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la sesión podría empezar a la hora 10 e invitar al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca a la hora 11. Así nos daríamos una hora para trabajar internamente. 


SEÑOR GANDINL.- Me parece que antes de que llegara abordaron algo sobre el procedimiento del 
tratamiento de la minuta de comunicación referida a la suspensión de ejecuciones. No sé cuál es el 
procedimiento exacto del tratamiento de una minuta de comunicación, pero me parece que no es el 
mismo que el de un proyecto de ley. 


Quienes presentamos esta minuta de comunicación tuvimos la precaución de no presentar un proyecto de ley 
para no embretar al Parlamento en su discusión sin conocer la posición del Gobierno. Por lo tanto, optamos 
por el camino de la minuta de comunicación en el contexto de la discusión parlamentaria sobre la sequía, 
para hacer saber al Poder Ejecutivo que existía, en el caso de aprobarse, la voluntad del Parlamento sobre este 
tema, pero le dejábamos la iniciativa al Poder Ejecutivo. 


Pienso que si esperamos a que venga el Ministro para hablar de este tema, estamos enlenteciendo el proceso 
pero, además, estamos recorriendo el camino de un proyecto de ley, que no es el caso. Nuestra intención es 
hacer saber a la mayor brevedad posible al Poder Ejecutivo si hay o no voluntad en este Parlamento de 
suspender las ejecuciones por noventa días en tanto se buscan soluciones de fondo en un tema que cada vez 
se pone más en la agenda pública. No es casual que esté estos días encima de la mesa y que hayan sido 
discutidas diferentes iniciativas. Es que hay, realmente, una presión del sistema judicial a los deudores no ya 
del sector agropecuario sino, básicamente, a aquellos que tienen deudas provenientes del consumo, lo que 
está generando una movilización importante de la gente. 


Nos parece que hay que trasmitir al Poder Ejecutivo una comunicación, que no es un proyecto de ley, sino 
algo mucho más sencillo. Con esto, estamos diciendo al Poder Ejecutivo que hay un mensaje positivo desde 
el Parlamento para tratar este tema, a fin de que nos envíe este u otro proyecto. La formalidad exige que la 
minuta de comunicación deba tener el formato de un proyecto de ley. A mí me bastaría con que tuviera una 
clara señal. Pero, bueno, elegimos un proyecto de ley presentado por nuestro sector político en el Período 
pasado, lo adaptamos un poco a los tiempos de hoy y lo tomamos como una minuta de comunicación, para 
dar una señal al Poder Ejecutivo. 


Consideramos que debemos tratarla hoy o darle un tratamiento más veloz, porque si esperamos hasta el 27 de 
abril, fecha en que concurrirá el Ministro a la Comisión para empezar a hablar del tema, me parece que 
vamos a defraudar las expectativas de mucha gente y, particularmente, las de quienes presentamos esta 
minuta. La suspensión de las ejecuciones es una medida de emergencia hasta que se encuentren soluciones 
más de fondo en las que, sin duda, la opinión del Ministerio de Economía y Finanzas es fundamental. 


Por lo tanto, solicito que se ponga el tema en discusión a fin de comunicar rápidamente al Poder Ejecutivo, 
en primer lugar, la voluntad de esta Comisión y, en segundo término, la del Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No coincido con la posición presentada por el señor Diputado Gandini en 
cuanto al texto de esta minuta de comunicación. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿Me permite una interrupción? 


Invité al señor Diputado Trobo a acompañarme en esta Comisión para ingresar al otro asunto, porque él 
trabajó en el Período anterior a ese respecto. Por lo tanto, me parecía importante que él pudiera hacer una 
exposición sobre el tema. 


Si vamos a cambiar el orden del día, con respecto a lo cual no tengo inconvenientes porque todavía contamos 
con tiempo para abordar este proyecto de ley, en todo caso, liberaría al señor Diputado Trobo. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Si estamos tratando este tema propuesto por el señor Diputado Gandini 
y si tanto para el señor Diputado Cardoso como para el señor Diputado Trobo su propuesta no tiene 
una urgencia especial, sugiero continuar con el asunto en debate. 


SEÑOR TROBO.- Yo sí creo que es urgente. Obviamente, esa es una calificación que se puede 
controvertir. La Comisión puede analizar el tema que plantea el señor Diputado Gandini y si hoy 
tuviera tiempo de escuchar una breve introducción sobre el otro tema, sería importante que lo hiciera. 


Digo que es urgente, porque es un proyecto que tiene la misma redacción que aprobó el Parlamento hace 
noventa días con una mayoría muy importante, diría que con la sola excepción de algunos legisladores; había 
una voluntad política muy construida a partir de una negociación intensa y de la búsqueda de textos que 
permitieran alinear una decisión de estas características con la política automotriz del MERCOSUR, a fin de 


que no fuera una cuestión totalmente fuera de lugar. Realmente, se trabajó muy a fondo en el tema y quienes 
hemos presentado el proyecto nuevamente tenemos la aspiración de que ocurra lo propio en un plazo breve. 


Entonces, si la Comisión dispusiera de tiempo, podría convocarme en la Comisión de Transporte, en donde 
me hallo trabajando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, alteramos el orden del día y pasamos a tratar el tema planteado 
por el señor Diputado Gandini. 


Decía que no estaba de acuerdo con el planteo del señor Diputado Gandini, por lo menos con el texto que 
tiene la minuta de comunicación que se pretende enviar al Poder Ejecutivo. 


El señor Diputado Gandini decía que se había optado por este camino para no presentar un proyecto de ley. 
Pero acá importa la lectura que de esto se pueda hacer, no solo en el Parlamento o en el Poder Ejecutivo, sino 
en la opinión pública. 


Y si me perdona el señor Diputado Gandini, esta minuta de comunicación solamente tiene el título de tal 
porque es la redacción de un proyecto de ley; ni siquiera se sugiere al Poder Ejecutivo que analice este tema y 
que, de acuerdo con determinadas pautas, tome decisiones. En la propia redacción se está expresando la 
voluntad del Parlamento de que se legisle en este tema y se le da la posibilidad al Poder Ejecutivo para que se 
tome la iniciativa. 


Se trata de una señal muy fuerte hacia la opinión pública en el sentido de que vamos a optar por el camino 
legislativo para la solución de este problema. 


Obviamente, coincidimos en que este es un motivo de preocupación para mucha gente. Por lo tanto, debería 
ser tratado en función de los verdaderos intereses nacionales y de acuerdo con lo que pudieron haber 
manifestado quienes están en el tema, tanto antes del 31 de octubre como después. 


Creo que, simplemente por anunciarlo como algo que tendrá tratamiento legislativo, está abriendo la 
posibilidad de que tenga efectos que no podemos dejar de considerar, en virtud de que busca amparar a 
mucha gente. El simple anuncio de su tratamiento ya genera efectos, mucho antes de que se tome la más 
mínima resolución. Sin duda estamos marcando la cancha en favor de quien tiene una cuota que vence 
mañana, por el solo el hecho de conocer que el Poder Legislativo ha enviado una minuta de comunicación al 
Poder Ejecutivo, demostrando una voluntad mayoritaria de quien la envía de que este sea el camino que se 
opte para solucionar este tema. Por lo tanto, se genera una serie de expectativas que, a mi entender, van a 
afectar el crédito, la posibilidad de recuperación de activos de las entidades financieras y las lógicas 
expectativas de quienes esperan la recuperación de activos para resarcirse por las pérdidas que han tenido en 
su momento. O sea, que generamos un problema; y no quiero entrar en los compromisos internacionales que 
puede haber adoptado el país en todo este período. 


Por lo tanto, considero que no podemos aprobar esto sin conversar con el Ministro del ramo, sin saber 
realmente la significación que puede tener en el desarrollo del mercado de crédito, las operaciones 
financieras, el endeudamiento interno considerado globalmente entre los distintos sectores que componen en 
este momento el activo de los bancos y la precariedad que ese activo tiene en muchos casos, sin saber si esto 
tiene o no otros efectos. Recordemos que recientemente solucionamos un problema de una institución 
financiera porque había perdido activos, no por fuga de capitales ni por retiros masivos sino, precisamente, 
por cómo se habían contabilizado sus activos por efecto de los incumplimientos -lo que se llama "ley de 
arrastre"- en otras instituciones financieras. 


Esta comunicación, que puede ser planteada en esta Comisión y luego aprobada por la mayoría del Cuerpo, 
puede tener efectos muy perjudiciales. Antes de tenerlos, sugerimos consultar al Ministerio de Economía y 
Finanzas para resolver en función del conocimiento total del tema y no de las presiones de los deudores, que 
todos hemos escuchado. 


Como todos saben, en el ámbito del Poder Ejecutivo se ha instalado una comisión que está estudiando las 
pautas para el tratamiento caso a caso, que fue la solución que desde un primer momento plantearon las 
autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas. Es decir, no se trata de no ocuparse del tema sino de 


ocuparse haciendo un tratamiento caso a caso. Esta comisión, que está trabajando, está integrada por 
representantes del Ministerio de Economía y Finanzas, de los bancos oficiales, del Fideicomiso del Banco de 
la República y también -si no me equivoco, aunque no lo puedo confirmar- del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, que está analizando el peso del endeudamiento del sector agropecuario. 


Por lo tanto, no es por tirar la pelota hacia delante. Se dio la circunstancia de que el Ministro de Economía y 
Finanzas no se encuentra en el país por estar representando a Uruguay en la Reunión de Primavera del Banco 
Interamericano de Desarrollo, que se hace en Japón. Creímos conveniente esperar a que regrese, ya que él 
está acompañado por el Presidente del Banco Central y el Director de Macroeconomía del Ministerio, o sea, 
aquellos que pueden tener una opinión más directa sobre el tema de fondo que estamos tratando. 


No estoy sacando el cuerpo a la inquietud que ha surgido entre los legisladores y en muchos sectores de la 
población. Inclusive, quizá tengamos que realizar alguna sesión extraordinaria para concretar las entrevistas 
solicitadas por al menos dos agrupaciones de deudores para escuchar todas las campanas. Ya tenemos dos 
audiencias previstas, pero en vista de lo que conversábamos, posiblemente no nos alcancen los miércoles de 
mañana, día en el que, además, estamos apretados por otras comisiones. En mi caso, soy delegado de sector 
en la Comisión de Seguridad Social. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Creo que si algún tema hemos debatido en los últimos tres años con 
entusiasmo, con vehemencia, cada cual defendiendo la posición en la que creía -y espero que siga 
creyendo en la misma- es este. 


Francamente, me sorprende la exposición del señor Presidente. Con el señor Diputado Conde nos conocemos 
bien y sabemos con qué firmeza, sentimiento y sentido estamos haciendo las cosas responsablemente por el 
país y con los que hemos defendido este tema en los últimos años. Tuvimos proyectos de ley de suspensión 
de ejecuciones en 2002, en 2003 y en 2004 y las posiciones estaban absolutamente claras. En contra de la 
suspensión de ejecuciones y en defensa del análisis caso a caso, con la barra llena, recibiendo insultos 
importantes -lo recordarán los señores Diputados Conde y Posada-, nosotros estuvimos en el Parlamento 
defendiendo esta posición; prácticamente la misma exposición que hizo el señor Presidente fue la que 
hicimos nosotros en el Parlamento; si buscamos la versión taquigráfica veremos que la posición era 
exactamente la misma. Había tres posiciones clarísimas: la del Partido Colorado - que era Gobierno en aquel 
entonces, pero que sigue en la misma posición y, por lo tanto, si se pone a votación esta minuta de 
comunicación la votará negativamente- defendía el caso a caso, así como el Partido Independiente y el sector 
herrerista del Partido Nacional; el sector del doctor Larrañaga tenía la misma posición que ahora y el Frente 
Amplio, masivamente, estaba a favor de una ley de suspensión de ejecuciones por ciento ochenta días. Esa 
discusión la tuvimos en forma amplísima y aunque no todos los que estamos aquí integrábamos el 
Parlamento en esa época, todos sabemos cuál era la posición de nuestros partidos. 


Por lo tanto, digo con absoluta tranquilidad que hoy estoy en condiciones de votar en contra esta minuta de 

comunicación porque lo que decíamos entonces, lo mantenemos ahora. Francamente, las palabras del señor 
Presidente son las mismas que usábamos nosotros hace dos o tres años para defender este tema; no la de sus 
compañeros de sector ni de partido, quienes en todo momento apoyaron la suspensión de ejecuciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi posición es con respecto a la oportunidad de tratar en el día de hoy esta 
minuta de comunicación sin conocer la posición del Ministerio de Economía y Finanzas y del Banco 
Central; no estoy refiriéndome al tema de fondo. Podemos coincidir en que quizás, luego de 
escucharlos, la posición sea la misma, pero luego de escucharlos; no antes. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- La posición que el sector al que pertenece el actual Ministro sostuvo en 
la Cámara de Representantes fue absolutamente conocida -basta con buscar la versión taquigráfica-; 
todos se refirieron al tema y todos estuvieron de acuerdo con suspender las ejecuciones por ciento 
ochenta días. No creo que un grupo que tiene un líder tan notorio como el contador Astori cambie de 
posición en dos años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pueden haber cambiado las circunstancias, señor Diputado. 


SEÑOR POSADA.- Quiero recordar que los votos del Partido Independiente fueron definitorios para 
que, en definitiva, en el país no se aprobara una suspensión de ejecuciones; en todas las circunstancias 
en que se ha planteado esto hemos sostenido lo mismo. 


Creo que si a un sistema de intermediación financiera, que ha quedado herido desde el punto de vista de la 
confianza después de la crisis de 2002, le agregamos una decisión de esta naturaleza, de suspender 
ejecuciones, lo que se hace es, directamente, destruir la confianza; ese es el efecto que tiene. Vemos que es un 
efecto realmente nocivo para la economía del país. Esto lo pensábamos antes y lo sostenemos ahora. 


Además, espero -así realmente lo siento- que aquellos sectores que hoy tienen responsabilidades de gobierno 
hayan meditado sobre la importancia que tiene este tema y que adopten la solución sensata y responsable que 
la situación exige. Con relación a este tema, eso no puede significar otra cosa que recorrer el camino del caso 
a caso. Además, las circunstancias económicas del país hoy son notoriamente mejores que las que se vivieron 
durante la crisis. En cuanto a la situación de endeudamiento -que sigue siendo preocupante-, si tomamos en 
cuenta el valor del dólar hoy, la realidad es que los compromisos en dólares están por debajo de la pauta que 
se venía aplicando antes de la devaluación del 20 de junio de 2002. Desde ese punto de vista, me parece 
razonable desechar rápidamente esta minuta de comunicación y cualquier otro proyecto que se plantee sobre 
este tema, porque se generan falsas expectativas. La economía funciona sobre la base de expectativas y 
cuando hay expectativas de que se puede aprobar en el Parlamento una suspensión de ejecuciones, eso 
inmediatamente repercute en los mercados. Esa repercusión no trae otra cosa que perjuicios para el país. Digo 
esto porque si acá se instala la posibilidad de una suspensión de ejecuciones, lo que va a pasar de inmediato 
con relación a este esfuerzo del Gobierno por tratar de colocar títulos de deuda pública uruguaya en el 
exterior, es que se va a tener que pagar una tasa mucho mayor que la que eventualmente se podría estar 
pagando hoy; esa es la realidad. 


Entonces, desde el punto de vista de la responsabilidad que tenemos como representantes de toda la 
ciudadanía, corresponde que rápidamente desechemos este tipo de proyectos que, a nuestro juicio, van a 
significar un impacto negativo en la confianza de todos los agentes económicos. 


SEÑOR TAJAM.- Es evidente que todos los días estamos viendo en nuestros despachos, en la calle y en 
los barrios lo que está pasando. Es una situación de endeudamiento interno que no deja arrancar al 
país. Creemos que la situación no solo se debe ver desde el punto de vista financiero, y estamos 
encaminados a solucionar problemas que heredamos de lo que calificamos como políticas equivocadas. 
Esos problemas que se nos plantean todos los días, los vemos hoy acá, en el Poder Ejecutivo y en todos 
los ámbitos del Gobierno y les estamos buscando una solución. Todos los que nos han venido a 
consultar al Parlamento -tanto a mí como a mis compañeros- saben que estamos buscando una 
solución a esta problemática y que estamos actuando en forma conjunta con los Ministerios y con el 
grupo de trabajo que está funcionando. 


Entendemos que esta minuta de comunicación, que se refiere a una posible solución, está sesgando una 
situación. Hoy estamos buscando una solución en conjunto con el Gobierno y no solo desde el Parlamento. 
Por lo tanto, no estamos de acuerdo con esta minuta de comunicación, que está marcando la cancha, más allá 
de la definición que tomemos mañana o la semana que viene. 


Nosotros no hacemos un análisis simplista desde el punto de vista financiero. Cuando arribemos a una 
solución, también vamos a incluir la producción, el endeudamiento y lo que significa recuperar un deudor, no 
solamente en su calidad de pagador sino para lo que definimos como país productivo, es decir, para que siga 
produciendo. No nos interesa solamente cobrar una deuda sino que ese deudor siga integrado al aparato 
productivo y que las soluciones no se adopten como se hace en las economías de intercambio ultraliberal, en 
las que siempre se sale de las crisis con menos productores que tienen concentrado un mayor poder de 
inversión, y con menos empleo y un menor poder adquisitivo de la población. 


Ese es el punto de vista por el cual vamos a buscar una solución a la cuestión, pero en este momento no 
vamos a apoyar esta minuta de comunicación. 


SEÑOR CONDE.- Mi intervención responde a una alusión que en forma muy franca ha hecho el señor 
Diputado Amorín Batlle al plantear un debate que no solo no estoy dispuesto a eludir sino que 


entablaremos con mucho gusto. 


El debate de fondo del año pasado en torno a la posibilidad de instrumentar una suspensión de ejecuciones 
por ley -solamente así puede hacerse para que sea obligatorio- se dio en el marco de los anuncios que había 
hecho el señor Ministro de Economía y Finanzas de entonces, doctor Alejandro Atchugarry, en cuanto a que 
se había alcanzado un acuerdo administrativo con los bancos para procesar diversas modalidades de 
tratamiento del endeudamiento interno, buscando aliviar la situación de los deudores. 


El año pasado y el anterior, pero fundamentalmente el año pasado, nosotros seguíamos planteando este tema 
porque pudimos constatar, por testimonios y por documentaciones, que el acuerdo que el señor Ministro 
había alcanzado con los bancos era absolutamente insuficiente frente al dramatismo de la situación de la 
gente. Inclusive, en muchísimos casos los bancos -en mi despacho tengo testimonios con nombre y apellido y 
con expedientes- rechazaron las propuestas de sus clientes, no solo en los términos que estos proponían sino 
que, además, se negaron a dejar constancia escrita de las propuestas que sus clientes les hacían. Cuando un 
cliente iba a un banco con una propuesta escrita y le pedía al Gerente que por favor se la sellara como 
recibida, este se negaba. No hay constancia de que ese cliente tenía voluntad de pagar porque el banco no se 
la quiso dar. Podría exponer otros casos -de los que también tengo expedientes- que demuestran que la 
solución administrativa, como la llamaba el Ministro de entonces, no fue satisfactoria y ni siquiera 
suficientemente abarcativa frente al dramatismo con que nuestra gente estaba viviendo esta situación. Por 
tanto, insistimos en la solución legal, porque evaluamos que la otra había fracasado. 


En segundo lugar, si bien es cierto que nosotros tenemos que defender la credibilidad del sistema financiero, 
también debemos defender la credibilidad del sistema político, de las instituciones políticas, de las 
instituciones democráticas y del propio Gobierno. En aquellos años estábamos enfrentando la tremenda 
situación de que, en Uruguay, la gente en masa estaba pagando tributo a los errores brutales que el Gobierno 
de entonces había cometido en el manejo de la política cambiaria. Esos errores se produjeron cuando el 
Gobierno de entonces cambió dramáticamente, de un día para otro, todas las pautas cambiarias que venía 
anunciando y defendiendo desde hace casi una década. Dejó indefensos a cientos de miles de consumidores, 
a decenas de miles de pequeñas empresas y de productores en todo el país. Había que defender también la 
credibilidad en este terreno y decir: "Nosotros, el Gobierno, nos hacemos responsables de haber cambiado 
brutalmente la política cambiaria sin aviso y de los errores que cometimos durante diez años en el manejo de 
la política cambiaria". Eso hace a la credibilidad de las instituciones, sin las cuales tampoco hay inversión ni 
desarrollo. De modo que el tema es muy complejo; me hago cargo del razonamiento del señor Diputado 
Posada y lo comparto. Pero considero que el tema es mucho más complejo y más profundo que eso. 


No fue un debate banal. Conocíamos las cosas que había en un platillo de la balanza y las que había en otro y 
teníamos profundas razones para defender la suspensión legal. 


Quiero hacer una precisión más. Modestamente, opino que es absolutamente equivocada y falsa la oposición 
que se hace entre suspensión legal de las ejecuciones y estudio caso a caso. Precisamente, uno de los 
fundamentos por los cuales pedimos la suspensión legal fue para tener tiempo de estudiar el endeudamiento 
caso a caso porque esto no se hace de un día para el otro. Algunos técnicos nos dijeron que precisábamos 
noventa días, otros técnicos y actores del sistema financiero hablaron de ciento ochenta días para hacer un 
estudio caso a caso. Nosotros, basados en ese dictamen u opinión técnica, dijimos: "Paremos las ejecuciones 
por noventa o ciento ochenta días para hacer el estudio por franjas y, dentro de las franjas, caso a caso". ¿Para 
qué? Para tratar de sacar de ese estudio una solución definitiva; llamémosle así, aunque sé que la expresión es 
muy ambiciosa. Con esto estábamos buscando estabilidad porque sabíamos que si no se procedía de esta 
manera, como la "solución administrativa" -entre comillas- había fracasado, iban a seguir pasando los meses 
con el problema del endeudamiento interno arriba de la mesa. 


Si alguien me pidiera una opinión de balance, diría que si hace un año hubiéramos suspendido por noventa o 
ciento ochenta días las ejecuciones ya estaría hecho el estudio caso a caso y hoy nos encontraríamos más 
adelantados. Eso no hubiera quitado seguridad ni confiabilidad al sistema financiero sino que, por el 
contrario, la habría aportado. Quizás durante ese lapso habría predominado la impresión de que había 
inestabilidad, pero un año o un año y medio después estaríamos en mejores condiciones y tendríamos el 
sistema encarado a fondo, cosa que no pudimos hacer. 


Este fue el razonamiento y, en este caso, no le cedo la derecha a nadie en la defensa de la seguridad jurídica, 
la estabilidad y la confianza en el sistema porque, modestamente, para nosotros esta era la mejor fórmula 
para garantizar estabilidad y confiabilidad en el sistema. 


Pero este debate se saldó el año pasado. Quienes defendimos esa posición perdimos y las soluciones -que no 
han llegado, pero que se intentaron- fueron otras. Esto hay que plantearlo con absoluta franqueza. 


Ahora bien: me parece realmente un mal mensaje que, a treinta y cuatro días de asumido el Gobierno, cuando 
el Ministro ha instalado un equipo especial para trabajar este tema y en medio de una negociación crucial con 
el Fondo Monetario Internacional -voy a decir algo obvio, pero si no lo digo casi sería una omisión: nosotros 
no estamos negociando con el Fondo Monetario Internacional porque nos gusta, sino porque este país debe 
US$ 13.400:000.000 y esa deuda no la contrajimos nosotros-, mandemos una minuta de comunicación con un 
contenido de este tipo. 


Pese al dramatismo de la situación, creo que el Ministro tiene derecho a pedirnos tiempo suficiente. El 
dramatismo era el mismo hace un año, dos años y dos años y medio, pero estas cosas no se votaron. 
Entonces, me parece que los Diputados o Senadores que quieren presentar este tema deberían tener la 
prudencia de esperar y dar tiempo al Ministro para que culmine las negociaciones, tenga el informe de la 
comisión que ha nombrado y nos diga que está en condiciones, en tal plazo, de hacer un estudio caso a caso. 
Si el Ministro nos dice que en un plazo razonablemente corto puede hacer un estudio caso a caso y aportar 
pautas de solución, entonces consideraremos que ya no es necesaria la suspensión legal. Cuando la 
planteamos, lo hicimos porque, en nuestro modesto entender -sé que estoy haciendo un cargo político-, la 
solución que encontró el anterior Ministro no fue suficiente. Si la que encuentra este Ministro nos resulta 
satisfactoria y suficiente, no insistiremos con la suspensión legal. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Estoy en condiciones de votar negativamente esta minuta de 
comunicación, en forma coherente con lo que he hecho en los últimos años en el Parlamento. 


El señor Diputado Conde alude al último de los proyectos de suspensión de ejecuciones. El primero se 
presentó los primeros días en que el doctor Atchugarry ocupó el Ministerio, cuando todavía no existía una 
solución administrativa. O sea que mal se podría haber evaluado, porque todavía no estaba presentada. Es 
más: la noche que se votaba estuvimos conversando con el señor Diputado González Álvarez sobre la 
solución administrativa a la que estaba llegando el doctor Atchugarry con los bancos. De modo que, en todo 
caso, la evaluación se habrá hecho en la segunda o en la tercera instancia en la que, machaconamente, el 
Frente Amplio presentó proyectos para suspender las ejecuciones por ciento ochenta días. Repito: esto no 
ocurrió en la primera instancia. 


Por otra parte, el estudio caso a caso se hizo y se sigue haciendo. Se realiza cuando el deudor va al banco y 
presenta su caso; no se hace en sesenta o ciento ochenta días, sino en el tiempo necesario para que el deudor 
lo plantee. 


Finalmente, la suspensión de ejecuciones no estaba prevista para hacer el estudio caso a caso; de ninguna 
manera. Basta leer las versiones taquigráficas de las sesiones de aquellos tiempos para comprobar que la 
suspensión de ejecuciones era hasta que se encontrara una solución legislativa para hacer una refinanciación 
de todos los deudores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los compañeros que me antecedieron en el uso de la palabra fueron muy 
claros, pero debo decir que, al día de hoy, también estoy dispuesto a votar negativamente esta minuta 
de comunicación. Si debemos dar una señal más clara en el sentido en que lo manejaban los señores 
Diputados Conde y Tajam, podemos darla hoy, pero yo creo que si esperamos escuchar la opinión del 
señor Ministro sabremos cómo se está avanzando en el caso a caso. Pero si la señal es clara, votamos 
ahora y se resuelve que este proyecto de minuta de comunicación no tiene futuro. 


SEÑOR GANDINI.- Aclaro que la minuta de comunicación es prácticamente un proyecto de ley, 
porque las disposiciones así lo establecen: obligan a que tenga articulado y exposición de motivos. Si no 
fuera así, habría bastado con una carta al señor Ministro. 


También quiero dejar claro que la expectativa pública que puede generar una iniciativa como esta no surgió 
de este modesto proyecto de minuta de comunicación que fue presentado hace tres semanas en la Cámara de 
Representantes, en el contexto de una discusión sobre la sequía. La expectativa la generó la noticia pública de 
que legisladores del partido de Gobierno presentarán un proyecto de suspensión de ejecuciones, y por eso 
estamos pidiendo que se trate hoy. 


Este proyecto se iba a remitir con toda prudencia al Poder Ejecutivo para que nos explicara los tiempos que 
necesita, pero se ha transformado en un tema de primera línea en la agenda pública porque el Gobierno allí lo 
ha colocado y, entonces, a nosotros nos empiezan a tirar del saco los interesados. Yo no convoqué a quienes 
están acampando hoy frente al Palacio; no lo hice. Se habrán convocado en virtud de la expectativa pública 
que generó un Senador de la República del sector mayoritario del partido de Gobierno. No se nos puede decir 
que estamos mandando una mala señal al sistema financiero, al Gobierno y a la población, ni que estamos 
generando expectativas en la gente. Si de señales se trata, no las enviamos nosotros con esta modestísima 
minuta de comunicación. Pero si se quiere dar una señal clara acerca de lo que dijo el señor Senador Saravia 
en estos días, que se vote hoy en contra de esto. Yo estoy en condiciones de votar a favor, coherentemente 
con lo que hemos dicho en otras oportunidades. Y el texto que estamos proponiendo es el mismo que hemos 
planteado siempre. De modo que sigamos adelante con esto y votemos hoy. 


SEÑOR MUJICA.- El Gobierno instalado hace poco más de treinta días ha tomado inmediatamente la 
problemática de la deuda interna; se ha instalado un grupo de trabajo que está intentando resolver 
algo con absoluta coherencia con lo que se le dijo a la gente. Aclaro que yo no estaba en el Parlamento, 
pero hacía campaña, y lo que dije a la gente a la que le pedí que me votara fue que este tema se trataría 
caso a caso y que nadie que se hubiera endeudado por trabajar y que tuviera voluntad de pago 
perdería su medio de producción. Estos eran los dos compromisos que después el Presidente -electo con 
los votos que también yo intenté juntar para él- mencionó en su mensaje de asunción, en la explanada 
del Palacio. Yo siento que estoy actuando con total coherencia con respecto a lo que dije en toda la 
campaña electoral. 


En lo que hace a la minuta en particular, creo que es inconveniente decidir hoy, por la sencilla razón de que 
no sé si luego no habrá que elevar un proyecto de ley. Tengo que hablar primero con el señor Ministro y con 
el equipo designado para trabajar sobre el tema, e informarme. Por lo tanto, lo que corresponde es que el 
Ministro venga y que nos dé información sobre los avances de este grupo de trabajo; inmediatamente después 
se tomarán las decisiones que se consideren convenientes. 


Finalmente, a una decisión legal se opone una decisión administrativa; siempre ha sido así. Ahora bien, las 
decisiones administrativas son de carácter político, y me disculparán algunos señores Diputados si creo más 
en mi Gobierno que en el de ellos para ejecutar y negociar soluciones administrativas. Hay cosas que han 
cambiado; ahora los que negociamos somos nosotros. Por lo tanto, hay soluciones administrativas -es decir, 
políticas- a las que les tengo más confianza ahora que antes, porque los actores no son los mismos. Creo que 
tengo derecho a tener más confianza en mi Gobierno que en el de otro partido. 


Por esta razón pienso que no es el momento de votar esta minuta. Es evidente que debemos esperar a que el 
Ministro venga a conversar; luego podemos decidir sobre la minuta o acerca de soluciones legales que se han 
presentado para este tema. El señor Ministro tendrá oportunidad de hablar largo y tendido en la sesión del 27 
de abril. Propongo que pospongamos hasta ese momento la decisión en cuanto al tipo de comunicación que 
haremos llegar al Poder Ejecutivo, teniendo en cuenta, además, las argumentaciones de nuestros compañeros 
de bancada, que nos parecen totalmente procedentes. 


SEÑOR CONDE.- Sin recurrir a un formalismo -hice una extensa y explícita fundamentación política; 
por tanto, no me estoy refugiando en ningún formalismo-, planteo que este tema pase para el orden del 
día de la sesión del 27 de abril y que se trate inmediatamente después de la comparecencia del señor 
Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto lo expresado por el señor Diputado Conde. A mi entender, no 
estamos decidiendo la aprobación o el rechazo de esta minuta de comunicación, sino cuándo discutir 
este tema. 


SEÑOR CONDE.- No tengo ningún inconveniente en que la minuta acompañe este tema y se trate 
luego de la comparecencia del señor Ministro. Hice un largo fundamento político en cuanto a la 
oportunidad, sin expedirme sobre el tema de fondo. 


SEÑOR GANDINI.- Salvo una fundamentación, entendí que había disposición para votar hoy mismo y 
que todo el mundo tenía claro lo que iba a votar. Ahora lo estamos discutiendo. En todo caso, solicito 
que se ponga en discusión si hoy votamos o no esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las dos mociones son contrapuestas y se votarán por su orden. 


Se va a votar si se pasa este tema y la minuta al orden del día de una sesión posterior a la comparecencia del 
señor Ministro de Economía y Finanzas. 


(Se vota) 
——-Seis en diez: Afirmativa. 


SEÑOR POSADA.- Si bien ha quedado expresada cuál es nuestra posición al respecto, nuestra 
voluntad de tratar hoy esta minuta de comunicación era exclusivamente a los efectos de desecharla. 
Nos parece que le hace un daño importante a la economía de nuestro país que se generen expectativas 
respecto a que el Parlamento de la República puede suspender por ley las ejecuciones. Claramente, 
sería una afectación de la seguridad jurídica en momentos en que el Poder Ejecutivo lleva adelante una 
importante negociación con el Fondo Monetario Internacional y se apresta a una emisión de títulos de 
deuda pública. Dejar esta duda respecto a cuál es la posición del Poder Ejecutivo en estos momentos, 
me parece profundamente negativo para los intereses de nuestro país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto que el texto de la minuta de comunicación es absolutamente 
negativo, pero queda claro en la discusión que no tomamos posición sobre el tema. En lo que me es 
particular, considero absolutamente negativo que desde el Parlamento se esté tomando una posición 
sobre el tema en el día de hoy con los datos que tenemos, y que es absolutamente necesario continuar 
con lo que el Poder Ejecutivo ha iniciado como medida para superar este tema. 


De esta discusión no puede surgir que hay dudas sobre la pertinencia o no de la presentación de una minuta 
de este tipo. La decisión es que todo el tema tiene que ser tratado una vez que se escuche al señor Ministro de 
Economía y Finanzas. La posición de quienes hemos votado a favor de esta moción de orden no es abrir la 
posibilidad de que esta minuta de comunicación sea un antecedente para que el Poder Ejecutivo tome 
iniciativa en el tema, sino que está a la espera de los avances de las autoridades recientemente constituidas. 


No estamos postergando una decisión a la espera de tomar una posición favorable -creo que la mayoría nos 
hemos expresado de esa manera-; simplemente, entendemos que este tema tiene que ser tratado con todos los 
elementos sobre la mesa. De ninguna manera, creo que la posición que acabamos de tomar puede entenderse 
como que hay una posibilidad que afecte al sistema financiero, como preocupaba al señor Diputado Posada. 


SEÑOR CARDOSO.- He votado en contra la moción presentada por el señor Diputado Conde en el 
entendido de que este asunto debía ser puesto a consideración en el día de hoy. Además, me resulta 
extrañísima la posición adoptada por la mayoría respecto a postergar el debate de este asunto un mes 
más, cuando está claro que si hoy se ponía a votación esta moción, no tenía mayoría. No solo no tiene 
mayoría sino que hasta ahora tiene un solo voto. 


El hecho de que el Gobierno prorrogue el debate de este tema genera grandes confusiones y la incertidumbre 
de si el Gobierno no tiene otros elementos en juego para poner en debate. Me parece que lo que hoy 
correspondía era poner a votación la moción presentada por el señor Diputado Gandini, que además 
notoriamente no tiene mayoría. No preciso decir lo que iba a votar porque mi sector va a votar exactamente 
igual que el año pasado, es decir, en contra de esa moción. De manera que lo único que genera la 
postergación que la bancada de Gobierno hace de este tema son muchas más dudas que las que ya teníamos 
hoy en la mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que la Comisión se reúna en forma extraordinaria, porque 
tenemos una serie de audiencias pendientes, dado que han solicitado ser recibidos el Movimiento 
Nacional de Deudores en Dólares, la Cooperativa Uruguaya Solidaria de Afiliados y ANDA. 


SEÑOR POSADA.- Solicito que se fije una sesión extraordinaria para el jueves de la semana que 
viene, a la hora 10, a los efectos de recibir a las delegaciones, con un tiempo de quince minutos para 


cada una de ellas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Diputados están de acuerdo, queda fijada una sesión 
extraordinaria para el jueves 14 de abril a la hora 10. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


